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Al contestar refiérase

al oficio No. 15301
19 de diciembre, 2003

FOE-FEC-1055

Licenciado

Rodrigo Castro Fonseca

Presidente Junta Directiva

INSTITUTO COSTARRICENSE DE TURISMO (ICT)

Estimado señor:

Asunto:
Envío del informe Nro. DFOE-FEC-49-2003.

Para su conocimiento y el de los demás señores miembros de esa Junta Directiva, me permito remitirle copia del informe sobre mejoras en algunos controles respecto de la aplicación de la Ley de Incentivos para el Desarrollo Turístico, Nro. 6990.

Este informe constituye el segundo de los que se emiten respecto de la fiscalización efectuada en esa entidad sobre incentivos turísticos.

Mucho apreciaré enviar a este órgano contralor, en el transcurso de los próximos quince días, copia del acuerdo tomado por ese órgano colegiado respecto de las disposiciones consignadas en el capítulo 4 del citado documento. Además, esa Junta Directiva deberá informar, en un plazo de 30 días hábiles, los avances en la efectiva implantación de esas disposiciones, las cuales son de acatamiento obligatorio, de acuerdo con los artículos 4 y 12 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, Nro. 7428.

En ese mismo sentido, procede indicar que de conformidad con los artículos 10 y 12 de la Ley General de Control Interno, Nro. 8292, es responsabilidad de los jerarcas y titulares subordinados establecer, mantener, perfeccionar y evaluar sus sistemas de control, así como analizar e implantar las disposiciones formuladas por esta entidad de fiscalización superior, respectivamente.

Esta Contraloría se reserva la posibilidad de verificar, mediante los medios que considere pertinentes, la eficaz implantación de las disposiciones giradas, así como de valorar la aplicación de los procedimientos administrativos que pudieran corresponder, en caso de cumplimiento injustificado de esas disposiciones.

Atentamente,

MBA Luis Fernando Campos Montes

Gerente de Área

ZMVM/gcc

ci
Archivo Central (2)


Expediente

CT:
2263
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Informes de fiscalización

Al contestar refiérase

al oficio No.  15302
19 de diciembre, 2003

FOE-FEC-1056

Señor

Manuel Bustamante Zavala

Presidente Comisión Reguladora de Turismo

INSTITUTO COSTARRICENSE DE TURISMO (ICT)

Estimado señor:

Asunto:
Envío del informe Nro. DFOE-FEC-49-2003.

Para su conocimiento y el de los demás señores miembros de esa Comisión, me permito remitirle copia del mencionado informe, referente a mejoras en algunos controles respecto de la aplicación de la Ley de Incentivos para el Desarrollo Turístico, Nro. 6990.

Este informe constituye el segundo de los que se emiten respecto de la fiscalización efectuada en esa entidad sobre incentivos turísticos.

Mucho estimaré enviar a esta Contraloría, en el transcurso de los próximos quince días, copia del acuerdo tomado por ese órgano en relación con el contenido y disposiciones emitidas en el numeral 4.3 de dicho informe. Asimismo, se le solicita informar, en un plazo de 30 días hábiles, los avances en la efectiva implantación de esas disposiciones, las cuales son de acatamiento obligatorio, de acuerdo con los artículos 4 y 12 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, Nro. 7428.

Esta entidad de fiscalización superior se reserva la posibilidad de verificar, mediante los medios que considere pertinentes, la eficaz implantación de las disposiciones giradas, así como de valorar la aplicación de los procedimientos administrativos que pudieran corresponder, en caso de cumplimiento injustificado de esas disposiciones.

Atentamente,

MBA Luis Fernando Campos Montes

Gerente de Área

ZMVM/gcc

ci 
Licda. María de los Ángeles Romero Araya


Jefe Departamento de Incentivos—ICT


Archivo Central (2)
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CT:
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Informes de fiscalización

Al contestar refiérase

al oficio No.  15303
19 de diciembre, 2003

FOE-FEC-1057

Ingeniero

Guillermo Alvarado Herrera

Gerente General

INSTITUTO COSTARRICENSE DE TURISMO (ICT)

Estimado señor:

Asunto:
Envío del informe Nro. DFOE-FEC-49-2003.

Para su conocimiento y lo de su competencia, me permito remitirle copia del citado informe, preparado por esta Área, relacionado con mejoras en algunos controles respecto de la aplicación de la Ley de Incentivos para el Desarrollo Turístico, Nro. 6990.

Este informe constituye el segundo de los que se emiten respecto de la fiscalización efectuada en esa entidad sobre incentivos turísticos.

Mucho agradeceré comunicar a este órgano superior de control, en el transcurso de los próximos quince días, las acciones llevadas a cabo por esa Gerencia, respecto de las disposiciones consignadas en el numeral 4.2 del mencionado informe. Además, se le solicita informar, en un plazo de 30 días hábiles, los avances en la efectiva implantación de esas disposiciones, las cuales son de acatamiento obligatorio, de acuerdo con los artículos 4 y 12 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, Nro. 7428.

Asimismo, procede indicar que de conformidad con los artículos 10 y 12 de la Ley General de Control Interno, Nro. 8292, es responsabilidad de los jerarcas y titulares subordinados establecer, mantener, perfeccionar y evaluar los sistemas de control de las entidades representadas, así como analizar e implantar las disposiciones formuladas por este órgano contralor, respectivamente.

Esta entidad de fiscalización superior se reserva la posibilidad de verificar, mediante los medios que considere pertinentes, la eficaz implantación de las disposiciones giradas, así como de valorar la aplicación de los procedimientos administrativos que pudieran corresponder, en caso de cumplimiento injustificado de esas disposiciones.

Atentamente,

MBA Luis Fernando Campos Montes

Gerente de Área

ZMVM/gcc

ci
Arq. Alberto Salas Roiz


Jefe Departamento de Fomento—ICT


Licda. María de los Ángeles Romero Araya


Jefe Departamento de Incentivos—ICT


Archivo Central (2)


Expediente

CT:
2263

Informes de fiscalización

Al contestar refiérase

al oficio No. 15305
19 de diciembre, 2003

FOE-FEC-1058

Licenciada

Joyce Mary Hernández Arburola

Auditora Interna

INSTITUTO COSTARRICENSE DE TURISMO (ICT)

Estimada señora:

Asunto:
Envío del informe Nro. DFOE-FEC-49-2003.

Para su conocimiento y lo de su competencia, me permito remitirle copia del citado informe, preparado por esta Área, sobre mejoras en algunos controles respecto de la aplicación de la Ley de Incentivos para el Desarrollo Turístico, Nro. 6990.

Este informe constituye el segundo de los que se emiten respecto de la fiscalización efectuada en esa entidad sobre incentivos turísticos.

Mucho apreciaré informar a esta Contraloría, en el transcurso de los próximos quince días, las acciones llevadas a cabo por esa Auditoría en relación con lo consignado en el numeral 4.4 de dicho documento.

Atentamente,

MBA Luis Fernando Campos Montes

Gerente de Área

ZMVM/gcc

ci
Archivo Central (2)


Expediente

CT:
2263

Informes de fiscalización
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INFORME Nro. DFOE-FEC-49-2003

DIVISION DE FISCALIZACION OPERATIVA Y EVALUATIVA

AREA DE SERVICIOS FINANCIEROS, ECONOMIA Y COMERCIO

MEJORAS EN ALGUNOS CONTROLES RESPECTO DE LA

APLICACIÓN DE LA LEY DE INCENTIVOS PARA EL

DESARROLLO TURÍSTICO, Nro. 6990.

1.
INTRODUCCIÓN.

1.1
Origen del estudio.



Este estudio se efectuó en cumplimiento del Plan Anual Operativo de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa correspondiente al año 2003.

1.2
Alcance.



Este segundo informe se refiere a la evaluación de los procedimientos para cancelación de la declaratoria turística, así como al otorgamiento de exoneraciones, a la presentación de los informes y al manejo los expedientes administrativos y de exoneraciones correspondientes a empresas acogidas a la Ley de Incentivos para el Desarrollo Turístico, durante el período comprendido entre los años 1998 y 2002, lapso que se amplió en los casos en que se consideró necesario.



El examen se ejecutó de conformidad con el Manual sobre normas técnicas de auditoría para la Contraloría General de la República y las entidades y órganos sujetos a su fiscalización.

2. ReSULTADOS.

2.1
Necesidad de normar los procesos de inspección de empresas y de cancelación de declaratorias turísticas que realiza el Departamento de Fomento.


De conformidad con artículo 11 del Reglamento de las empresas y actividades turísticas, el ICT debe ejercer control y vigilancia sobre las empresas y actividades turísticas mediante inspecciones periódicas, labor que según se desprende del "Manual de procedimientos del Departamento de Fomento" —emitido en enero de 2000— recae en ese Departamento.


Asimismo, según se indica en el artículo 16 del referido reglamento, las empresas que incumplan con cualesquiera de las obligaciones establecidas en él estarán sujetas a diferentes sanciones —dependiendo de la gravedad de la falta—, entre las que se encuentran la suspensión y/o cancelación de la declaratoria turística. Para la aplicación de dichas sanciones es necesario realizar el procedimiento administrativo especificado en la Ley General de la Administración Pública, el cual, según se indica en el citado manual, también compete al Departamento de Fomento.


El estudio realizado sobre una muestra de empresas turísticas a las que el Departamento de Fomento efectuó visitas de inspección y realizó procedimientos administrativos para cancelar la declaratoria turística, por incumplimiento de la normativa aplicable, evidenció algunas situaciones que se comentan a continuación:



a)
De acuerdo con lo indicado por el Gerente General del ICT
, las visitas de inspección son efectuadas por el Departamento de Fomento con una periodicidad anual. Pero el examen efectuado evidenció que para algunos de los casos revisados, dichas inspecciones no se hicieron con esa periodicidad y, más bien, transcurrió un tiempo considerablemente mayor antes de que esas empresas fueran inspeccionadas por primera vez —a partir de la fecha de la declaratoria turística— y hasta más de dos años después de la última inspección realizada a cada empresa.




Por ejemplo, en el caso particular de una empresa dedicada al transporte acuático de turistas, a pesar de que la declaratoria turística le había sido concedida el 9 de marzo de 1998, a noviembre de 1999 aún no había iniciado su funcionamiento, como se desprende de la revisión del expediente que al efecto lleva el Departamento de Incentivos, donde se localiza una comunicación enviada por el apoderado general de la empresa, mediante la cual indica que la nave acuática —que había sido adquirida con exención de impuestos— no estaba en operación. De esa nota no hay copia para el Departamento de Fomento, ni se evidencia que el Departamento de Incentivos haya facilitado una o hubiera informado la situación al Departamento de Fomento, pese a que había transcurrido mucho tiempo desde la declaratoria turística hasta la fecha en que se dio la exoneración —ocho meses aproximadamente—, lo que podía, a juicio de esta Contraloría, ser una señal de alerta para que el Departamento de Incentivos pusiera el caso en conocimiento del Departamento de Fomento.




No fue sino hasta el 11 de agosto de 2000 —dos años y seis meses después de concedida la declaratoria turística— que el representante legal de la empresa en comentario, presentó un oficio al Departamento de Fomento, en el cual indicó que el yate exonerado y por ende la empresa declarada de interés turístico, todavía no estaban en funcionamiento, motivo por el cual solicitaba un plazo adicional de tres meses para el inicio de operaciones, plazo que le fue autorizado.




Pese a que el plazo concedido vencía el 21 de noviembre de 2000, no fue sino hasta el 26 de febrero de 2001 cuando uno de los inspectores del Departamento de Fomento retomó el caso y recomendó a la jefatura iniciar procedimiento ordinario administrativo tendiente a cancelar la declaratoria turística, en vista de que el citado plazo había vencido y a esa fecha todavía no se había recibido ninguna documentación por parte de la empresa.




Nótese que habían pasado prácticamente tres años desde que se le concedió la declaratoria turística a la empresa —sin que esta hubiera iniciado operaciones— antes de que se emitiera esta primera recomendación para iniciar el procedimiento administrativo y que, durante por lo menos los dos últimos años se había generado evidencia suficiente para iniciar dicho procedimiento con anterioridad.




Lo expuesto hasta ahora muestra la necesidad imperiosa de reforzar los mecanismos de comunicación entre los Departamentos de Incentivos y de Fomento, ya que si existieran suficientes y adecuados canales de comunicación entre ellos, situaciones como la expuesta podrían haberse atendido en forma oportuna y eficaz. También se pone de manifiesto un accionar sumamente lento del Departamento de Fomento, en cuanto a la inspección de la empresa de marras, puesto que no fue sino por su propia iniciativa que dicho departamento tuvo conocimiento de que esa no operaba todavía, lo que condujo a que se tomaron las primeras medidas pertinentes —dos años y medio después de su declaratoria turística—, pese a que corresponde a ese Departamento velar para que toda empresa que goza de los beneficios de la declaratoria turística cumpla con lo dispuesto en el reglamento y demás disposiciones vigentes que regulen su funcionamiento.



b)
Con respecto a los procedimientos de cancelación de la declaratoria turística, el estudio realizado evidenció que si bien se han definido claramente cuáles son los pasos o  etapas  que  internamente  se deben seguir en el ICT para llevarlos a cabo —por ejemplo solicitar a la Gerencia General la apertura del procedimiento administrativo; preparar informe de citación a comparecencia y notificarlo, ya sea en forma personal o por medio de publicación en La Gaceta; organizar y efectuar la comparencia oral y privada; resolver el procedimiento administrativo y notificar la resolución, entre otros—, lo cierto es que no se han definido los plazos máximos para que estas etapas sean realizadas, con el fin de dar una adecuada y pronta resolución a los procedimientos administrativos instaurados; lo anterior sin perjuicio de los plazos que por ley estén establecidos, como por ejemplo, el plazo que se tiene que dar en la citación a los administrados para preparar su defensa.




En ese sentido, el examen de algunos procedimientos administrativos efectuados por el ICT para cancelar las declaratorias turísticas evidenció que, para uno de ellos, transcurrió un plazo de cuatro meses desde el momento en que se emitió el informe del inspector del Departamento de Fomento, con la recomendación para abrir el procedimiento administrativo, hasta la fecha en que efectivamente esa solicitud fue tramitada por la jefatura del Departamento ante la Gerencia General del ICT, sin que haya en el expediente ninguna evidencia del por qué de ese lapso tan amplio.




En dos de los casos estudiados se evidenció que transcurrió un plazo de entre nueve y 16 meses desde la fecha en que la Gerencia General autorizó el inicio del procedimiento administrativo hasta la fecha en que se notificó al interesado sobre dicho procedimiento, sin que exista evidencia en el expediente de las razones por las cuales se tardó tanto tiempo en realizar la notificación. El funcionario del Departamento de Fomento nombrado como órgano director del proceso en la mayoría de los procedimientos administrativos examinados indicó, verbalmente, que en algunos casos resulta difícil localizar a los representantes legales de las empresas turísticas a las que se les está haciendo el procedimiento, sea porque ya no viven en el país o han cambiado su domicilio legal y es por eso que, en ocasiones, transcurren lapsos como los determinados por esta Contraloría.




Por último, también se dieron dos casos para los cuales transcurrieron entre uno y dos meses, desde el momento en que el Departamento de Fomento envió a la Dirección Legal la documentación sobre el procedimiento administrativo para su visto bueno y el momento en que esa Dirección se pronunció, y de igual forma no quedó evidencia en los respectivos expedientes sobre las razones por las cuales transcurrió ese plazo, siendo que en otros casos, la respuesta de la Dirección Legal se daba en uno o dos días como máximo.




Todo lo comentado evidencia la necesidad de que, para efectos de evitar plazos excesivamente largos como los comentados, el Instituto reglamente o, al menos, emita directrices que normen los plazos máximos para que se cumplan cada una de las etapas de los procedimientos administrativos y, en el caso excepcional de que estos no se puedan cumplir, se deje evidencia suficiente en los expedientes respectivos acerca de las razones de ese incumplimiento. Lo anterior también con el propósito de poder asignar responsabilidades a los funcionarios encargados de esos pasos o procesos, ante un eventual incumplimiento de sus funciones.


2.2
Mejoras a los controles en relación con el otorgamiento de exoneraciones.


De la revisión de expedientes de líneas aéreas con contrato turístico se evidencia que para una de ellas se autorizó, en el transcurso de tres años, la exoneración de 12 motores para avión sin que se hubiera presentado una adecuada justificación —en la que se explicara el motivo del cambio y el uso que se daría al motor sustituido— y sin que se adjuntara fotocopia, ya sea de la póliza de liquidación del motor a sustituir, del acta de donación, de la póliza de exportación, o del acta de destrucción según corresponda, de modo que —por lo menos documentalmente— pudiera comprobarse el destino que se le daba a dichos motores, una vez desechados.



Varias de las exoneraciones tramitadas correspondían al mismo modelo de motor, con variaciones de precio muy altas en períodos muy cortos, sin que, de acuerdo con la documentación contenida en el expediente respectivo, se hubiera justificado debidamente, así como tampoco consta que el ICT hubiera solicitado alguna explicación. 



La situación descrita evidencia debilidades en el proceso de autorización de las exoneraciones en el Instituto y es contraria a lo dispuesto en el artículo 45 del Reglamento de la Ley de Incentivos para el Desarrollo Turístico
, el cual establece:

“Cuando se trate de sustituciones de bienes exonerados que están en buen estado y tienen valor comercial, la empresa podrá realizar una de las opciones que se describen a continuación:/  a) Liquidar los impuestos../ b) Tramitar la donación de las mercancías.../  c) Exportar las mercancías,/  d) Traspaso entre beneficiarios.../  La empresa beneficiaria deberá presentar junto a la nota de exoneración del nuevo bien, fotocopia de la póliza de liquidación del bien a sustituir o fotocopia del acta de donación o fotocopia de la póliza de exportación, según corresponda./  Cuando se trate de sustituciones de bienes exonerados que están en mal estado y no tienen valor comercial, la empresa beneficiaria deberá solicitar a la Dirección la destrucción de los mismos.  Al igual que en los casos anteriores, la empresa deberá presentar junto a la nota de exoneración del nuevo bien, fotocopia del acta de destrucción correspondiente.”


2.3
Debilidades en la presentación de informes anuales por parte de las empresas que han adquirido bienes con exoneración de impuestos.



De conformidad con lo establecido en el artículo 23 del Reglamento a la Ley para el Desarrollo Turístico, Decreto Ejecutivo Nro. 24863–H–TUR y sus reformas, las empresas  con  contrato  turístico  que  han  exonerado  bienes  durante  el  año  deben  “... presentar un informe anual ante la Secretaría, con copia a la Dirección
, en el cual se indique el uso y destino de los bienes exonerados durante ese periodo. Este informe tendrá carácter de declaración jurada y se presentará durante los primeros tres meses posteriores a la finalización del periodo fiscal previamente autorizado por la Dirección General de la Tributación Directa para cada empresa.” 



Por su parte, el artículo 40, de ese mismo cuerpo normativo señala que:

“Las empresas estarán obligadas a presentar un informe anual ante la Secretaría sobre el uso y destino de los bienes exonerados, que contendrá como mínimo: el nombre comercial, razón social, número de cédula jurídica, representante legal, rama de actividad en la que opera, período que cubre el informe, número de contrato, localización del establecimiento, números de teléfonos, números de empleados.”.



Dicho artículo también establece, para cada tipo de actividad turística, la información adicional que debe presentar la empresa, según se trate, en relación directa con sus operaciones.



De lo anterior se colige que las empresas deben presentar dos informes, el primero es el señalado en el artículo 23, referente al uso y destino de  las exoneraciones efectuadas durante el último período anual, y el segundo es aquel indicado por el artículo 40, que abarca el uso y destino de los bienes exonerados a lo largo de la vigencia del contrato turístico. Pero de conformidad con las indagaciones realizadas en el Departamento de Incentivos Turísticos, y con lo manifestado
 por la Jefe a.i. de ese Departamento, la práctica establecida en el ICT es que sólo las empresas que han exonerado bienes durante el último período fiscal están en la obligación de presentar el citado informe anual, amén de que los documentos señalados en ambos artículos corresponden al mismo documento.



No obstante lo expresado por la jefatura del Departamento de Incentivos, lo cierto es que toda empresa que haya disfrutado de los incentivos establecidos en la Ley de Incentivos Turísticos queda obligada a presentar —y el Instituto Costarricense de Turismo debe solicitar— un informe que detalle las actividades de la empresa, con el propósito de determinar si cumple con las obligaciones pactadas que dieron origen a la autorización de las exoneraciones. Si esto fuera de la manera en que lo interpreta el ICT, ¿en qué se basaría el Instituto para ejercer la fiscalización que le asigna el artículo 12 de la Ley Nro. 6990, respecto del cumplimiento de las obligaciones contraídas por las empresas que han accedido a los beneficios e incentivos consignados en el contrato turístico?



La competencia para solicitar dichos informes ha sido tratada por la Procuraduría General de la República, la cual, en la opinión jurídica No. 030–99 del 16 de marzo de 1999, indicó que:

“... El efectivo ejercicio de la competencia legalmente atribuida y el resguardo del interés público, obliga a entender, empero, que el ICT está facultado para pedir a la empresa beneficiaria informes o explicaciones sobre sus actividades... sin excluir la posibilidad de realizar inspecciones que le permitan comprobar el desarrollo del proyecto y si se justifica o no un incentivo...”.



Adicionalmente, en el pronunciamiento C–124–99 del 17 de junio de 1999, el órgano procurador señala, en lo que interesa, que:

“El beneficiario de los incentivos turísticos está sujeto a una doble fiscalización a cargo del Ministerio de Hacienda y del Instituto Costarricense de Turismo. La circunstancia de que existan estas dos instancias de fiscalización debe, necesariamente, conducir a considerar que el objeto de la fiscalización es diferente respecto de uno y otro organismo. El criterio de diferenciación debe estar en relación con sus competencias sustantivas. El Ministerio de Hacienda fiscaliza por cuanto el régimen está constituido esencialmente de exoneraciones y otros beneficios fiscales. Es decir tiene un contenido tributario. / ... / Como Administración Tributaria, el Ministerio ejerce control... sobre el destino de las exoneraciones y por ende, de los bienes o actividades que se financian con dichas exenciones... /... / El ICT no tiene como misión sustantiva la actividad tributaria... Por el contrario, su fiscalización es netamente administrativa y tendiente a comprobar la existencia y mantenimiento de las condiciones que determinan el otorgamiento y permanencia del régimen de favor. Por ende, el cumplimiento de las obligaciones en que incurre la empresa a quién se otorga el régimen fiscal. Se trata de comprobar que la empresa realiza el proyecto turístico por el cual se le dio el régimen, cumpla debidamente con sus obligaciones y contribuya en forma efectiva al desarrollo del turismo y del país...”.



Ahora bien, en concordancia con lo transcrito, y como ya se mencionó, los informes anuales señalados en ambos artículos, corresponden a documentos con fines diferentes, de conformidad con el reparto de competencias que en materia de incentivos le corresponde al Ministerio de Hacienda y al Instituto Costarricense de Turismo.



En el caso del informe anual solicitado en el artículo 23, evidentemente el requerimiento tiene una connotación fiscal, por cuanto su fin es determinar el uso y destino de los bienes exonerados en el período, potestad que recae sobre la Administración Tributaria; tan es así, que se obliga a enviar copia a la Dirección General de Hacienda.



En el caso del artículo 40, además de los datos del requeridos en el informe al que alude el artículo 23, se solicita incluir información de carácter administrativo, la cual es el punto de partida para que el ICT pueda comprobar la existencia y mantenimiento de las condiciones que dieron origen al otorgamiento y permanencia de la empresa dentro del régimen, función que le corresponde como ente rector en materia de turismo. Asimismo, como bien se señala en el texto de la norma, deben detallarse todos los bienes exonerados hasta la fecha del documento; y ser presentados por todas las empresas que en su momento hayan exonerado bienes, sin que se haga la distinción de sí exoneró o no en el último período fiscal.



Por otra parte, respecto del cumplimiento de la obligación de presentar el informe anual, se determinó que algunas empresas incumplen con la entrega del citado documento en el plazo establecido en el reglamento —o del todo no lo presentan—; y que el ICT se limita a revisar únicamente los informes que le son presentados.



Pero según se observó, la revisión de los informes ha sido más consistente a partir del período 2001, dado que para los años anteriores se recibieron los informes, aunque una gran parte no fue revisada.



Sobre el particular, la Jefe a.i. del Departamento de Incentivos Turísticos, indicó:

“En cuanto a los motivos por los cuales las empresas no aportan los informes se desconoce con certeza, sin embargo se puede suponer que existe un desconocimiento de la normativa legal y/o reglamentaria por su parte; o bien, porque muchas de ellas no realizan trámites de exoneración no encontrándose en la obligación de presentarlo./  Se informa que se realiza una publicación en diarios de circulación nacional informando la necesidad de su presentación,... asimismo se ha informado telefónicamente y/o mediante oficios dirigidos a las empresas solicitando su presentación...”



A pesar de las publicaciones y de otras gestiones realizadas por el ICT para que las empresas presenten los informes, son muy pocas las que efectivamente presentan esos documentos, lo cual evidencia que las acciones efectuadas por la institución son insuficientes, por lo que se necesita replantearse la situación e implementar esfuerzos adicionales que garanticen el cumplimiento de la normativa vigente.


2.4
Importancia de mejorar los controles en relación con el manejo de expedientes.


De la revisión de los expedientes que custodian los Departamentos de Fomento y de Incentivos Turísticos, correspondientes a las empresas consideradas en el estudio, se observaron varias debilidades respecto del archivo de los documentos, las cuales deben ser atendidas para mejorar la custodia y manejo de los documentos de cada uno de los expedientes, así como facilitar su consulta.



Al respecto, se determinó lo siguiente:



a)
Los expedientes carecen de un prontuario donde se anoten y resuman los asuntos de mayor interés respecto de las empresas; además carecen de un índice que facilite y agilice la búsqueda de documentos dentro de ellos, lo cual se agrava si se considera que se presentan casos de documentos que no se archivan en orden cronológico, amén de una considerable cantidad de copias o documentos duplicados dentro de los expedientes —incorporados en distintas partes de estos—, lo que los hace más voluminosos y difíciles de manejar; situación esta última que conduce a gastos innecesarios e implica desperdicio de recursos.



b)
Algunos documentos que —por su contenido— debían archivarse en el expediente del Departamento de Incentivos Turísticos se archivaron en el de Fomento y viceversa, lo que podría inducir a duplicidades y errores en la institución. Asimismo, se archivan documentos correspondientes a una empresa en las carpetas referentes a otras empresas.



c)
En algunos expedientes hay documentos sueltos que se pueden extraviar fácilmente. Asimismo, se presentan casos de expedientes incompletos, puesto que algunos no contienen documentos imprescindibles para los trámites que le corresponde efectuar al departamento correspondiente, en tanto que otros, por ejemplo, carecen de la copia de la resolución que otorga la declaratoria turística, aunque sus datos sí se mencionan en otros documentos del mismo expediente; tampoco se incorporan en los expedientes los informes sobre el uso y destino de los bienes exonerados que deben presentar las empresas, a pesar de que se hace referencia a ellos, sino que dichos informes se manejan en carpetas independientes.



Las situaciones expuestas, contravienen las normas de 4.10, 5.2 y 5.6, del Manual de normas generales de control interno para la Contraloría General de la República y las entidades y órganos sujetos a su fiscalización, normas que son de acatamiento obligatorio para el ICT.

3.
conclusiones.


De los resultados expuestos en este informe se evidencia la necesidad de coordinación y estrecha comunicación entre los Departamentos de Fomento y de Incentivos Turísticos, principalmente en lo relacionado con los procesos de inspección a las empresas con declaratoria turística que han suscrito contratos para el disfrute de incentivos fiscales y con el desarrollo de los procedimientos administrativos para la cancelación de las declaratorias turísticas; también se requiere normar dichos procesos y establecer plazos para realizar y diligenciar tales procedimientos.


Además, hay incumplimientos de algunos artículos del Reglamento a la Ley de Incentivos para el Desarrollo Turístico en lo referente a los controles establecidos para la sustitución de bienes exonerados y a la presentación de informes por parte de las empresas con contrato turístico vigente; situación que va en detrimento de las labores de fiscalización que, de acuerdo con lo señalado en el artículo 12 de la Ley Nro. 6990 le competen al ICT.


Asimismo, es necesario mejorar el archivo de documentos en los expedientes sobre las empresas, para efectos de hacer más expeditas las consultas y facilitar la detección de errores, para su corrección y toma de medidas pertinentes.

4.
DISPOSICIONES.


Con el propósito de subsanar las debilidades expuestas en el presente documento, esta Contraloría General, en uso de sus facultades constitucionales y legales, y de conformidad con lo dispuesto en los artículos 12 —párrafo segundo— y 25 —párrafo segundo— de su Ley Orgánica, gira las siguientes disposiciones, las cuales son de acatamiento obligatorio.


4.1
A la Junta Directiva del ICT.

a) Tomar las medidas necesarias para que las disposiciones emitidas en este documento se apliquen en forma consistente y permanente, de modo que formen parte de los controles que debe implantar esa entidad en relación con la aplicación de la Ley de Incentivos para el Desarrollo Turístico y su Reglamento, todo de conformidad con los deberes y responsabilidades asignados a ese órgano directivo —como jerarca del ICT— entre otros, en los artículos 10, 12 y 13 de la Ley General de Control Interno.

b)
Remitir a esta Contraloría General, en un plazo de quince días, copia de los acuerdos donde consten las medidas tomadas por esa Junta Directiva para el cumplimiento de las disposiciones emitidas en este informe.


4.2
A la Gerencia General del ICT.



a)
Definir y establecer formalmente, ya sea mediante reglamento o directrices específicas, un procedimiento para normar todo lo relacionado con las inspecciones sobre las empresas a las que se les otorgó declaratoria turística o se les han concedido incentivos turísticos.




Dicho procedimiento deberá contemplar, al menos, los plazos máximos para que los Departamentos de Fomento e Incentivos realicen una primera inspección a las empresas o proyectos, una vez que se les declare como de interés turístico o se les otorgue una exoneración de impuestos; con el propósito de cerciorarse, en un tiempo razonable, si dichas empresas o proyectos están operando y si los bienes exonerados están siendo efectivamente utilizados para los fines previstos; asimismo para que tales departamentos, una vez efectuadas las inspecciones, soliciten a la instancia correspondiente —según lo disponga ese Instituto y en caso de que proceda— la apertura del procedimiento administrativo ordinario, ya sea para la cancelación de la declaratoria turística o del contrato turístico.




De la misma manera, se deberán fijar los plazos máximos para que, una vez nombrado el órgano director, este diligencie el procedimiento administrativo correspondiente.



b)
Tomar las medidas pertinentes para que, en tanto no se unifiquen los Departamentos de Fomento e Incentivos —como lo pretende la reestructuración en proceso en el ICT—, entre dichos departamentos existan mecanismos de coordinación y comunicación eficientes, que faciliten el flujo de la información generada en uno u otro, en ambos sentidos, de tal forma que se mejoren las labores de inspección y control que a cada uno de ellos compete.



c)
Dictar las medidas necesarias a quien corresponda, con el fin de que, en adelante, todas las empresas que hayan exonerado bienes, presenten el informe respectivo, de conformidad con lo establecido en el artículo 40 del Reglamento de la Ley de Incentivos para el Desarrollo Turístico, en el plazo indicado.



d)
Girar las instrucciones pertinentes a los Departamentos de Fomento y de Incentivos Turísticos, para que se prepararen prontuarios que faciliten la consulta  y el acceso a los documentos archivados en los expedientes de las empresas turísticas y se les prepare un índice. Asimismo ordenar lo que proceda para que los expedientes mantengan los documentos completos, ordenados, sin duplicaciones y que correspondan a la respectiva empresa.



e)
Informar a esta Contraloría, en un plazo de quince días, lo actuado por esa Gerencia General para el cumplimiento de las anteriores disposiciones. Asimismo se otorga un plazo de 30 días hábiles para que se comunique a este órgano contralor sobre los avances en la efectiva implementación de lo aquí dispuesto.


4.3
A la Comisión Reguladora de Turismo.



a)
Dictar las instrucciones pertinentes a la Secretaría Técnica para que, al tramitar solicitudes de exoneración de impuestos para la adquisición de motores para avión y otros bienes similares a juicio de esa Comisión Reguladora, se aplique estrictamente lo dispuesto por el artículo 45 del Reglamento de la Ley de Incentivos para el Desarrollo Turístico, Decreto Ejecutivo No. 24863–H–TUR y sus reformas.



b)
Tomar las medidas respectivas para que, en un plazo de dos meses, se defina una lista de posibles bienes a exonerar para las líneas aéreas y se establezca la periodicidad con que puede exonerarse cada uno, dependiendo de su uso, vida útil y costo.



c)
Comunicar a esta Contraloría, en los próximos quince días, los acuerdos tomados en relación con el contenido y disposiciones de este informe. Asimismo, esa Comisión deberá informar, en un plazo de 45 días hábiles, sobre el cumplimiento efectivo de la disposición contenida en el inciso b) anterior.


4.4
A la Auditoría Interna del ICT.



Fiscalizar oportunamente el cumplimiento de las disposiciones giradas en este informe y comunicar a la Junta Directiva del ICT, a la Gerencia General y a esta Contraloría General, en el transcurso de los próximos quince días, sobre las acciones que programe  esa Auditoría para verificar ese cumplimiento.

�	Oficio Nro. G-741-2003 del 5 de mayo de 2003.


� 	Decreto Ejecutivo No. 24863-H-TUR del 5 de setiembre del 1995 y sus reformas.


� 	Entiéndase Dirección General de Hacienda.


� 	Oficio D.IN-0947-2003 del 30-07-2003.





